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I. Importancia del tema [arriba]  

Los mecanismos legales internacionales de protección de inversiones extranjeras se han 
incrementado consistentemente con la globalización de la economía y la necesidad de muchos 
países de atraer ingentes capitales para su desarrollo, particularmente en áreas como la 
explotación de recursos naturales o la construcción y operación de infraestructura de servicios 
públicos. 

La seguridad jurídica porfiada por los inversores foráneos y con mayor o menor acierto 
plasmada en los instrumentos destinados a garantizarla,[1] se sostiene en algunos puntos 
fundamentales que invariablemente militan en los tratados, acuerdos o contratos:[2] trato 
equitativo al inversor extranjero, prevención de la confiscación de la inversión (o 
expropiación como se la denomina habitualmente) y sometimiento del estado receptor de la 
inversión trasnacional a un mecanismo de solución de controversias con inversores, 
alternativo a su propio sistema judicial: el arbitraje. 

Acaso este último elemento, el consentimiento de los estados nacionales a prorrogar la 
controversia con un particular extranjero a la jurisdicción arbitral renunciando al cobijo de 
sus propios tribunales, constituya la principal raison d´etre de los acuerdos internacionales 
de inversión. 

Después de todo, fair and equitable treatment, “nación más favorecida” y prohibición de la 
confiscación, son principios o disposiciones con tradición centenaria en los instrumentos del 
derecho internacional público. 

Sin embargo, el sometimiento abierto al arbitraje de un estado receptor de capitales 
extranjeros cuando es demandado por suprimir o dañar la inversión del forastero nacional del 
estado parte de un tratado de protección, es una novedad difícil de imaginar hace 60 años. 

Si bien la participación de un estado nacional en un arbitraje con un particular con respecto 
a una controversia contractual reconoce antiguos antecedentes, la aceptación anticipada de 
la jurisdicción privada en un reclamo “no contractual” generalmente oriundo en la alegada 
aplicación sobreviniente de regulaciones o políticas públicas, es el producto de una realidad 
tan reciente como inevitable: una nación que confisca o daña la inversión de un extranjero 
difícilmente pueda ofrecerle un juicio justo que repare el mal causado. 

Nuestra disciplina se erige así en la piedra angular del sistema de protección de inversiones 
extranjeras compuesto hoy por más de 2600 acuerdos de inversión internacional en vigencia, 
de los cuales más de 2200 son BITs.[3] 

En este breve trabajo examino los diversos tipos de arbitraje generalmente disponibles en los 
BITs y en algunos TIPs, con sus respectivas características que, según los intereses de cada 
observador, pueden ser apreciadas como ventajas o desventajas. 
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II. Prórroga a la jurisdicción arbitral [arriba]  

En 1957 la entonces República Federal de Alemania y Malasia suscribieron el primer BIT hoy 
en vigor.[4] Si bien este BIT fundacional tiene una disposición arbitral, ésta alcanza solamente 
a las naciones firmantes, pues a los nacionales de ambos países no se les reconoce acción 
directa derivada del instrumento internacional. 

Dos décadas después, Japón y Egipto[5] aprobaron un tratado bilateral de inversión con una 
de las primeras cláusulas arbitrales características de estos acuerdos, consintiendo de 
antemano la jurisdicción arbitral en los diferendos entre el estado receptor y el inversor 
extranjero. 

Es interesante advertir en este temprano BIT que, a diferencia de los acuerdos más modernos, 
el inversor solo podía “optar” por arbitraje, sin que pudiera elegir demandar al gobierno 
anfitrión ante sus propios tribunales ni seleccionar un arbitraje ad-hoc, pues solo se admite 
la administración y el reglamento del Centro Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas 
a Inversiones (CIADI) creado en el ámbito del Banco Mundial en 1965[6]. 

Los BITs firmados a partir de fines de la década de 1980 ofrecen generalmente al inversor 
extranjero la opción de demandar al estado receptor de su inversión ante los tribunales de 
éste o hacerlo en arbitraje administrado por el CIADI, por otras instituciones arbitrales 
especificadas o ad-hoc bajo el reglamento UNCITRAL o CNUDMI.[7] También admiten que los 
litigantes pacten otro tipo de arbitraje, sea con otro reglamento o con otra entidad 
administradora. 

A modo de ejemplo, el BIT suscripto el 1° de diciembre de 2018 (no ratificado a la fecha) 
entre la Argentina y Japón, impone a los estados contratantes la aceptación de la jurisdicción 
arbitral como única alternativa para resolver conflictos con el inversor nacional de uno de 
ellos, bajo la administración del CIADI o de la Corte Permanente de Arbitraje (PCA) aplicando 
las reglas CNUDMI.[8] 

En septiembre de 2022, Italia informó a UNCTAD su nuevo modelo BIT luego de que la Unión 
Europea adoptara la Regulación 1219/2012 fijando parámetros de consistencia entre los BITs 
firmados por miembros de la unión con otros países. En cuanto atañe a este trabajo, el 
reciente modelo, siguiendo otros de su tipo, amplía considerablemente las opciones 
jurisdiccionales del inversor extranjero.[9] 

Como puede observarse en la Nota 9, el BIT italiano admite, a elección del inversor, un 
arbitraje ad-hoc bajo reglas CNUDMI u otras que convengan los litigantes, o un arbitraje 
administrado (y regulado) por la Cámara de Comercio Internacional (CCI/ICC), por la Corte 
Londinense de Arbitraje Internacional (LCIA) o por la Cámara de Comercio de Estocolmo, 
Suecia. 

El más moderno de los BITs registrados en UNCTAD es el que entró en vigor en septiembre de 
2023 entre Japón y Bahréin. La disposición arbitral,[10] si bien limita las opciones del inversor 
al arbitraje CIADI y al ad-hoc bajo reglas CNUDMI, incorpora la alternativa del procedimiento 
CIADI de Facilidades Adicionales[11] para la hipótesis de que uno de los estados firmantes 
denuncie su pertenencia a convención de Washington. 
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El establecimiento de una disputa contra un estado relativa a la inversión de un nacional de 
un país cofirmante de un BIT conlleva entonces, entre otras severas cavilaciones,[12] la 
necesidad de optar por uno de los procedimientos arbitrales disponibles en la cláusula o 
artículo correspondiente del acuerdo internacional que prorroga la jurisdicción. 

Otra trascendental cuestión jurisdiccional a tener en cuenta en la selección del foro arbitral 
una vez superado el dilema “treaty claim or contract claim”, se vincula con la necesidad de 
demostrar que las actividades del inversor en el estado receptor califican como “inversiones” 
y que la disputa resulta directamente de una inversión. El término “inversión” está definido 
normalmente en los BITs y más genéricamente en la Convención CIADI. Pero en tanto en un 
arbitraje CIADI, el tribunal arbitral debe comprobar que se trata de una inversión compatible 
con ambos cuerpos legales, bajo otras reglas arbitrales los árbitros solo deben referirse al 
BIT.[13] 

III. CIADI o no CIADI. Generalidades [arriba]  

El CIADI parece, por antonomasia, el ámbito más adecuado para ventilar disputas entre partes 
privadas y estados soberanos. Como hemos visto, las controversias son conducidas bajo la 
Convención CIADI del 18 de marzo de 1965 y sus reglas institucionales de procedimiento, 
específicamente diseñadas para atender estos complejos litigios. 

Como dice Bernardini,[14] para inquirir en las razones de los inversores para seleccionar otro 
procedimiento es necesario revisar las características esenciales de cada método de arbitraje 
y sus respectivas ventajas y desventajas. A estos efectos, esos mecanismos de solución de 
disputas pueden agruparse en dos categorías: CIADI y no CIADI, estas últimas incluyendo las 
Reglas de Facilidades Adicionales del mismo centro. 

Desde un punto de vista general, al tratarse de una institución arbitral exclusiva y oriunda en 
un tratado internacional de protección de inversiones extranjeras suscripto y ratificado por 
165 países, tanto el procedimiento como el laudo y su eventual ejecución gozan de un 
“standing” superior, con independencia de la calidad técnica y de la integridad del 
resultado.[15] 

En este sentido, el arbitraje CIADI ofrece considerables ventajas para ambas partes. El 
inversor extranjero no depende de una incierta protección diplomática de su propio país, en 
tanto obtiene acceso directo a un remedio internacional. Desde la perspectiva del estado 
demandado, al consentir la jurisdicción arbitral bajo las reglas CIADI, neutraliza su exposición 
a un eventual reclamo internacional del estado al que pertenece el inversor demandante. 

Tanto el procedimiento arbitral como el laudo pronunciado en el ámbito del CIADI, al carecer 
de nacionalidad -por tratarse de un organismo internacional- son inmunes a la interferencia 
judicial “local”, en tanto la entidad carece de localización formal. En esta tesitura, ningún 
juez estatal se encuentra habilitado para dictar una medida cautelar o anular el laudo de un 
tribunal CIADI, removiendo una eventual causal de denegación de ejecución de la decisión 
final bajo la Convención de Nueva York.[16] 

Los laudos arbitrales y las decisiones de anulación, a las que me refiero más adelante, bajo 
el reglamento CIADI[17] son objeto de publicación total o parcial, salvo restringidas 
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circunstancias. Este aspecto del arbitraje contrasta con el sigilo de otras entidades arbitrales 
o del procedimiento CNUDMI. 

Desde otro atalaya, la divulgación de las alternativas del pleito y de la posición que adopta 
un estado frente al reclamo de un inversor extranjero pueden contribuir positivamente para 
morigerar políticas hostiles al capital foráneo. 

IV. ¿AD HOC o Institucional? [arriba]  

Como sucede en el arbitraje comercial, cuando el BIT ofrece al inversor la posibilidad de 
optar entre un arbitraje administrado y otro no administrado, se impone resolver este primer 
dilema conceptual. 

No es necesario aquí abundar en precisiones sobre las diferencias entre unos y otros sino 
discernir qué tipo de arbitraje es el más adecuado para una reyerta entre un inversor 
extranjero y un estado por la degradación o la pérdida de una inversión como se la define en 
un BIT. 

El inversor demandante naturalmente compara de antemano los costos, eficiencia y eficacia 
entre ambos tipos de proceso. Al principio, todo indica que un arbitraje ad-hoc tendrá un 
costo inferior a uno administrado desde que no hay entidad administradora que cobre por el 
servicio de recibir solicitudes, designar árbitros, controlar plazos, presupuestar gastos, 
mantener provisiones y revisar laudos, pues todas las expensas, incluidos los honorarios de 
los árbitros, deben ser acordadas entre los litigantes[18]. 

Sin embargo, esas cargas y sus costos son inevitables y a falta de una entidad administradora 
del arbitraje, aquéllas recaen sobre los árbitros y sobre las partes. Cuando una de las partes 
es un estado o ente estatal, con sus inherentes restricciones operativas, el manejo de los 
tiempos y de los fondos necesarios para sostener el proceso puede tornarse excesivamente 
complejo y gravoso para el demandante. 

En este sentido, la intervención de una entidad administradora pública o privada, 
previamente consentida por el ente estatal en el BIT, cuyas tarifas, procedimientos y 
previsiones son conocidas de antemano, parece ser el método menos arduo para litigar en 
arbitraje de inversión. 

V. Ámbito de aplicación de los reglamentos de arbitraje [arriba]  

El Reglamento CNUDMI y los reglamentos institucionales, incluido el CIADI, son 
periódicamente revisados y actualizados para adaptarlos a los diversos conflictos, tendencias 
y requerimientos en materia de eficiencia y reducción de costos del juicio arbitral. 

Estas actualizaciones o reformas pueden presentar interrogantes a la hora de optar por un 
procedimiento u otro, pues tanto del propio reglamento como de la cláusula arbitral 
contenida en el BIT o en el acuerdo fundante de la jurisdicción, pueden resultar 
contradicciones aparentes o reales que en cualquier caso es conveniente evitar. 
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En general, los reglamentos normalmente seguidos en los arbitrajes de inversión prevén 
expresamente su ámbito de aplicación temporal luego de haber sido revisados. 

El Reglamento CNUDMI versión 2021 dispone que se presumirá que las partes en un acuerdo 
de arbitraje concertado después del 15 de agosto 2010 se han sometido al Reglamento que 
esté en vigor en la fecha de apertura del procedimiento de arbitraje, a menos que las partes 
hayan acordado que su litigio se rija por una versión determinada del Reglamento. Esa 
presunción no se aplicará cuando el acuerdo de arbitraje se haya concertado aceptando 
después del 15 de agosto de 2010 una oferta que se hizo antes de esa fecha.[19] 

Desentrañar este marco temporal no es una faena desdeñable desde que esta novel versión 
del Reglamento CNUDMI incluye un reglamento de 2013 sobre transparencia en los arbitrajes 
con partes estatales, en particular los de inversión, cuya conveniencia debe ser calculada. 

El Reglamento CIADI, como se ha dicho, fue objeto de enmiendas en 2022 y como sucede con 
el Reglamento CNUDMI, enuncia su ámbito temporal de vigencia remitiendo la cuestión al 
artículo 44 de la Convención CIADI.[20] Como consecuencia de ello, las reglas jurisdiccionales, 
de admisibilidad y de procedimiento aplicables habrán de resultar del examen del acuerdo 
de arbitraje cuyas disposiciones remitirán a la versión reglamentaria correspondiente. 

A modo de ejemplo, obsérvese el BIT modelo 2022 de Italia examinado aquí, que prodiga un 
tratamiento diferenciado a los distintos reglamentos arbitrales previamente aceptados, con 
precisiones temporales solamente en el caso CNUDMI.[21] 

En esta tesitura, si del acuerdo jurisdiccional no surge un marco temporal de las reglas de 
arbitraje aplicables, estas resultarán de cuanto dispongan sobre el punto los respectivos 
reglamentos.[22] 

Las reglas arbitrales de la CCI fueron revisadas también en 2021 y adaptadas, entre otros 
aspectos, para facilitar el desarrollo de arbitrajes con partes estatales. En particular, el nuevo 
artículo 13(6) especialmente enfocado en acuerdos jurisdicciones oriundos en tratados, 
anticipa que en ningún caso los árbitros podrán tener la nacionalidad de las partes,[23] de 
modo que el silencio del tratado (o del instrumento fundante de la jurisdicción) activa la 
restricción reglamentaria. 

En lo que atañe a la admisibilidad por el tipo de controversia, varios reglamentos arbitrales 
fueron revisados para incluir disputas no contractuales o no comerciales. Desde 2012, las 
reglas CCI se aplican a “controversias”, no ya a “disputas comerciales”, en tanto el arbitraje 
de emergencia fue excluido de las “controversias” basadas en tratados. En idéntica línea, las 
reglas CNUDMI 2010 incluyen disputas “contractuales o no”.[24] 

También en este aspecto es necesario asegurarse de que el reglamento de arbitraje que regirá 
el pleito sea el que el particular demandante ha escogido y no otro anterior que, como hemos 
visto, podría determinar discusiones jurisdiccionales y de admisibilidad. 

VI. La ley aplicable a la controversia [arriba]  

En el artículo 42 de la Convención CIADI, bajo la cual transcurren la mayor parte de los 
arbitrajes de inversión, el tribunal decide la disputa aplicando las reglas que las partes 
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hubieran convenido y a falta de tal acuerdo, aplica la ley del estado parte en la disputa 
(incluyendo sus normas sobre conflicto de leyes) y aquellas reglas de derecho internacional 
que puedan ser aplicables.[25] 

Sin embargo, numerosos BITs guardan silencio sobre la ley aplicable a una eventual 
controversia entre el inversor y el estado receptor o remiten a principios generales del 
derecho internacional descartando el derecho nacional de las partes. Siguiendo el reciente 
modelo italiano, se advierte notablemente la expresa exclusión de la ley doméstica de los 
estados parte en el BIT y el imperio de la Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados 
y de los principios de derecho internacional aplicables entre las partes.[26] 

Bajo las reglas CCI 2021, en ausencia de acuerdo sobre la ley aplicable al fondo de la 
controversia, el tribunal debe aplicar “las normas jurídicas” que considere apropiadas. Con 
idéntico lenguaje resuelven la cuestión las reglas CNUDMI en su artículo 35(1). 

La Corte Permanente de Arbitraje (CPA)[27] es una de las instituciones que participa 
regularmente en la administración de arbitrajes con partes estatales (de inversión o 
contractuales) y como autoridad nominadora de árbitros a partir de su inclusión por la CNUDMI 
en el reglamento de arbitraje para suplir la omisión de las partes en ese aspecto. 

Aun cuando su administración y reglamento rigen actualmente en muy pocos casos de 
inversión, es oportuno señalar que según el artículo 35(a) de esas reglas, a falta de acuerdo 
expreso de las partes sobre la ley aplicable, se incluyen como fuente auxiliar del derecho 
internacional a la doctrina y a los precedentes arbitrales. 

Cuando se trata de arbitrajes con partes estatal y privada, el tribunal arbitral tendrá en 
cuenta tanto las normas de la organización (estatal, NdeA) en cuestión como la ley aplicable 
al acuerdo o relación del que se derive el litigio o con el cual éste guarde relación y, según 
proceda, los principios generales aplicables del derecho de las organizaciones 
intergubernamentales y las normas del derecho internacional general. En tales casos, el 
tribunal arbitral decidirá conforme a los términos del acuerdo y tendrá en cuenta los usos 
mercantiles pertinentes. 

La ley aplicable a la controversia constituye una cuestión central para cualquier diferendo, 
pero es particularmente crítica en el arbitraje de inversión, donde las diversas 
aproximaciones jurídicas de los tribunales arbitrales han dado y seguirán dando materia para 
la discusión.[28] 

Se impone entonces una cuidadosa selección del tipo de arbitraje en una disputa relativa a 
una inversión y basada en un tratado, en especial cuando el BIT es impreciso en punto a la 
ley aplicable. 

VII. Confidencialidad y transparencia [arriba]  

La confidencialidad, como característica inherente al arbitraje, es un mito. Si las vicisitudes 
de un proceso arbitral no trascienden o no se divulgan es porque sus actores -las partes, los 
árbitros y las instituciones arbitrales- proceden con más discreción profesional que apego a 
normas que, si existen, regulan la cuestión en forma lábil y despareja. 
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Los reglamentos de arbitraje examinados (CIADI, CNUDMI, PCA, CCI) solo imponen a los 
árbitros, a través de compromisos personales, el deber de confidencialidad con respecto al 
procedimiento. Las partes no están obligadas a guardar sigilo, salvo que soliciten y obtengan 
del tribunal arbitral una orden al respecto, limitada a determinados documentos.[29] 

Las instituciones arbitrales no dan a publicidad las presentaciones de las partes durante el 
juicio arbitral, pero suelen publicar en sus medios institucionales los laudos a menos que uno 
de los litigantes se oponga expresamente o requiera anonimato, en cuyo caso la decisión es 
editada convenientemente. 

En definitiva, para que sobre las partes de un arbitraje de cualquier naturaleza recaiga una 
obligación de confidencialidad, ésta debe originarse en un compromiso específico consignado 
en la disposición arbitral o en otro documento. 

Aun así, el arbitraje de inversión, al tener una parte estatal sobre la que pesan cargas de 
publicidad de sus actos, ha determinado la emisión o modificación de reglamentos para 
equilibrar la tensión entre confidencialidad y transparencia. 

En esta línea, CNUDMI promulgó en 2013 un Reglamento sobre la Transparencia en los 
Arbitrajes entre Inversionistas y Estados en el Marco de un Tratado celebrado el 1° de abril 
de 2014 o con posterioridad,[30] en tanto se lo considera parte del Reglamento de Arbitraje 
entonces en vigor. 

Este reglamento complementario impone al tribunal arbitral la obligacion de “poner a 
disposición del público” ciertos actos procesales del arbitraje,[31] aunque no específica de 
qué modo o por qué medio esta divulgación debe producirse. 

De esta manera, el arbitraje de inversión en su modalidad CNUDMI adapta sus disposiciones 
originalmente diseñadas para el arbitraje comercial al estándar en materia de transparencia 
que marca el reglamento CIADI modificado en 2022 que, como se ha indicado antes, impone 
como regla la publicación de actos procesales. 

A ello deben agregarse otras novedades de la enmienda 2022 que, entre otras disposiciones, 
obliga a los litigantes particulares a identificar con precisión, al comienzo del procedimiento, 
sus estructuras societarias y la propiedad de ellas de modo que pueda establecerse la 
nacionalidad del reclamante y su derecho a litigar como inversor extranjero en la nación 
demandada. 

También se han incrementado en la enmienda las verificaciones atinentes a la participación 
de terceros que financian el pleito (Third Party Funding o TPF) o a los terceros interesados 
tradicionalmente autorizados a presentar sus opiniones (Amici curiae). 

VIII. Anulación, reconocimiento y ejecución de laudos [arriba]  

En general, los laudos arbitrales son finales y ejecutables a menos que las partes hubieran 
pactado una instancia revisora. Sin embargo, todas las legislaciones nacionales admiten un 
recurso de anulación cuando durante el proceso se hubiera incurrido en alguna grave 
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irregularidad, circunstancia que habilita la competencia del tribunal estatal de la sede del 
arbitraje. 

En el caso del CIADI, al ser un “foro” internacional o no nacional, sus laudos arbitrales están 
sujetos únicamente al procedimiento de anulación en virtud del Convenio del CIADI[32]; los 
tribunales nacionales de los Estados parte en el Convenio deben reconocer dicho laudo como 
si se tratara de una sentencia firme de un tribunal de ese Estado y no pueden denegar el 
reconocimiento. Las causales de anulación en virtud del Convenio del CIADI son las siguientes: 
el tribunal (i) no estaba debidamente constituido o (ii) se excedió manifiestamente en sus 
facultades; iii) un miembro del tribunal incurrió en actos de corrupción; iv) se produjo una 
grave desviación de una norma fundamental de procedimiento; o (v) el tribunal no expuso las 
razones de su decisión en el laudo. Por el contrario, en los arbitrajes no CIADI, los tribunales 
nacionales de la sede del arbitraje generalmente pueden anular el laudo totalmente o 
parcialmente por diversos motivos. Estos suelen abarcar los casos en que el tribunal considera 
que no tenía jurisdicción o cuando se ha producido una irregularidad procesal grave u otras 
causales previstas en las leyes del lugar donde el arbitraje formalmente transcurrió. 

En cuanto al reconocimiento y ejecución de los laudos que resuelvan arbitrajes entre 
inversionistas y estados distintos de los arbitrajes del CIADI, éstos podrían regirse por la 
Convención de Nueva York sobre el Reconocimiento y la Ejecución de las Sentencias Arbitrales 
Extranjeras de 1958 en la medida que no hubiera reservas aplicables[33] 

La Convención de Nueva York Incluye varios motivos por los cuales los tribunales nacionales 
pueden negarse a reconocer y ejecutar un laudo arbitral, lo que cubre la mayoría de los 
motivos de anulación del CIADI enumerados anteriormente; pero agrega causales adicionales 
notables que se refieren a situaciones en las que i) la legislación nacional del tribunal de 
ejecución no permite el arbitraje del objeto de la controversia, ii) el reconocimiento o la 
ejecución serían contrarios al orden público, o iii) el laudo ha sido anulado en la sede. 

IX. Colofón [arriba]  

Algunas de las diferencias sustanciales entre las Reglas del CIADI, la CPA, la CNUDMI y la CCI 
examinadas hasta aquí podrían ofrecer una ventaja estratégica al permitir al inversor 
seleccionar un conjunto de reglas, cuando dicha opción esté disponible. 

Por ejemplo, las Reglas del CIADI son, por la naturaleza supranacional de la institución, más 
favorables para un arbitraje transparente y público. Desde otra perspectiva, el sistema 
autónomo del CIADI de revisión, reconocimiento y ejecución de sus laudos del CIADI, también 
puede desempeñar un papel en la elección de un conjunto de reglas sobre el otro. 

Hay otros aspectos diferenciadores que, por su escasa incidencia, no he abordado en estas 
páginas pero que pueden ser evaluados al tiempo de seleccionar un foro arbitral. 

Así, mientras las reglas CIADI no admiten el nombramiento de árbitros por múltiples partes o 
la participación de múltiples partes, ello está expresamente previsto en los reglamentos de 
la CPA, la CNUDMI y la CCI. 

Si bien todos los reglamentos examinados prevén el dictado por el tribunal arbitral de medidas 
provisionales o cautelares, cuando las partes pretenden solicitar medidas provisionales a un 
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tribunal estatal, las Reglas de la CPA, la CNUDMI y la CCI ofrecen una mejor alternativa al 
CIADI, que no las admite. 

En última instancia, se requiere una evaluación general de las circunstancias de cada caso y 
de los objetivos estratégicos de las partes para seleccionar las reglas de arbitraje más 
adecuadas, en la medida en que se disponga de una opción. 

  

  

Notas [arriba]  

[1] Véanse las estadísticas en https://investment policy.un ctad.org/news/hub de la 
Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo (CNUCYD o UNCTAD). 
[2] CNUCYD distingue 3 tipos de instrumentos jurídicos internacionales de protección de 
inversiones (International Investment Agreements) (i) los Tratados Bilaterales de Inversión 
(TBI o BIT) son acuerdos entre dos naciones relativos a la promoción y protección de 
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